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1. Marco histórico

A finales del pasado siglo la industria siderúrgica española estaba ya instalada definitivamente en
Vizcaya. Su éxito se fundamentó principalmente en la extraordinaria calidad y abundancia del hierro
que le facilitaban los yacimientos de la zona de las Encartaciones y en el bajo precio del carbón
británico. Este último, también de gran calidad, era transportado, con la consiguiente reducción en
los fletes, por los buques que regresaban a la Península después de llevar al Reino Unido los
minerales férricos de las minas vascas. Esta doble ventaja hizo que la cuenca vizcaína del Nervión
fuese substituyendo a Asturias como centro del sector siderometalúrgico nacional, en contra del
lógico principio económico de que éste tipo de fábricas se establezca junto a los recursos
energéticos más bien que en las cercanías del mineral de hierro. No obstante hacia 1890 una súbita
y considerable subida de precio del combustible importado hizo, ante el peligro que corría tan
favorable suministro, que los industriales bilbaínos diversificaran sus fuentes de abastecimiento
dirigiendo su atención a las zonas carboníferas de Asturias y la meseta septentrional.

Un importante grupo de capitalistas implicados en esta auténtica aventura empresarial, que Pedro
Novo califica como “la conquista del traspaís energético”, juzgó interesante cerrar el ciclo
productivo adquiriendo una serie de cotos sitos en las cuencas de Matallana y Sabero y que
pensaban revalorizar con la proyectada línea férrea.

La fundación del Ferrocarril hullero de La Robla a Valmaseda S. A. puede inscribirse, en líneas muy
generales, dentro de este esquemático marco histórico.

Fue D. Mariano Zuaznavar, ingeniero de La Vizcaya, fábrica siderúrgica del grupo de D. Víctor
Chávarri, la figura más destacada del finisecular capitalismo vasco, la persona que hizo realidad el
tren minero. El fue quien redactó el optimista plan económico presentado a los inversores, quien
obtuvo la titularidad de la concesión administrativa, otorgada por Real Orden de 5 de enero de
1891 y quien desempeñó el cargo de Director General hasta que, abrumado por las dificultades y
probablemente escogido como víctima propiciatoria del fracaso del proyecto, dimitió el 8 de julio
de 1895.

Estas dos circunstancias, interés en la industria siderometalúrgica vasca y participación en los
yacimientos hulleros castellano leoneses, fueron el denominador común que unía a los principales
accionistas originarios del ferrocarril hullero y el motivo que hizo posible la constitución de
Ferrocarril de La Robla a Valmaseda S. A. y el posterior tendido y explotación de la línea que
enlazaría ambas localidades.

2. Constitución de la sociedad

Antes de la firma de la escritura de constitución los capitalistas interesados en la futura línea minera
celebraron varias reuniones. Revista Minera, Metalúrgica y de Ingeniería, en enero de 1899,



informaba que “se ha constituido una sociedad para construir el ferrocarril de Bilbao a Valmaseda.
La suscripción de la Junta de iniciadores llegó a 1,5 millones de pesetas y la suscripción pública se
abrirá en el Banco de Bilbao durante los días 7 y 8 de este mes”. También Gaceta de los
Caminos de Hierro de España y Portugal1, se refirió a una asamblea,”de personas interesadas en
la construcción del ferrocarril de La Robla a Valmaseda” y en la que se había nombrado su futuro
Consejo de Administración.

El 18 de abril de 1890 se firmó, ante el notario de Bilbao, D. Félix de Uríbarri, la “escritura de
bases de constitución de la Compañía del Ferrocarril hullero de La Robla a Valmaseda". En ella,
como indica Angel Ormaechea2, Zuaznavar declaraba estar dispuesto a ceder a la sociedad
ferroviaria, “todos los derechos que le asisten y tiene adquiridos por el proyecto de Ley aprobado
en el Congreso, juntamente con los estudios, memorias, presupuestos, planos, oficinas, mobiliario”,
subvenciones concedidas o en trámite de concesión y los contratos formalizados con el Ferrocarril
del Cadagua, para el transporte del mineral hasta Bilbao, con los futuros constructores de la línea y
con los mineros para el arrastre del carbón. Como compensación se le adjudicaban 500 acciones
de fundador, que le serían entregadas cuando la sociedad alcanzase determinados beneficios. Así
mismo se le nombró Director General de la Compañía, “durante el período de construcción y los
dos años primeros de explotación”, con unos ingresos anuales, realmente elevados, de 20.000
pesetas.

La oferta de las 12.000 acciones que integraban el capital social de 6.000.0000 pesetas, se abrió al
publico, como recuerda Isidoro Delclaux, “en las ventanillas del Banco de Bilbao y quedó cubierta
el primer día”3. Sin embargo hay fuertes razones para sospechar que la emisión no tuvo el éxito
esperado. Sen Rodríguez4 afirma que “la idea fue en principio acogida con frialdad por el
capitalismo vasco, aunque poco después la súbita y excesiva elevación de precios del combustible
inglés obligó a los empresarios vascos a volver sus ojos hacia las cuencas hulleras nacionales”.
Manu Montero5 señala que el inicio de las obras del ferrocarril coincidió con la crisis bursátil de
1892 que “dificultó se recabasen en la plaza bilbaína fondos para cubrir emisiones de obligaciones
en condiciones favorables para la compañía”. En nuestra opinión el hecho de que el capital social se
redujera de los 8.000.000 pesetas presupuestados por Zuaznavar a 6.000.000 pesetas y que, para
compensar este recorte la primera emisión de obligaciones se elevase de los 8.000.000 previstos a
10.000.000 pesetas, convirtiendo los gastos financieros en una carga insoportable para la cuenta de
resultados, constituye un detalle suficientemente significativo sobre el escaso eco que el proyecto
despertó entre los inversionistas bilbaínos. En este mismo sentido hay que interpretar la suscripción,
sin duda obligada, por parte de los cuatro constructores de la línea, de 3.600 acciones, equivalentes
al 26,66% del capital. Hay que reconocer sin embargo que la demanda de capital que significó la
construcción del ferrocarril hullero fue la de mayor importe dirigida al mercado vasco hasta aquella
fecha.

Finalmente el 28 de abril de 1890, y también ante el notario D. Félix Uríbarri, se formalizó la
escritura de constitución. El documento fue suscrito por los 14 comparecientes que, en un artículo
adicional de los estatutos, fueron designados como miembros del primer Consejo de
Administración.

 3. Los fundadores.



 Los fundadores de la compañía, siguiendo el orden en que aparecen en la escritura de constitución,
fueron los siguientes: D. Cirilo Mª de Ustara e Isla; D. Epifanio de la Gándara y González de
Piélago; D. Fernando Fernández de Velasco y Pérez de Soñanes; D. Juan de Gurtubay y Meaza;
D. Luis de Salazar y Zubía; D. Manuel de Orbe e Ipiña; D. Francisco de Arratia y Uribe; D. Santos
López de Letona y Apoita; D. Victoriano de Zabalinchaurreta y Goitia; D. Paulino de la Sota y
Ortiz; D. Enrique de Aresti y Torre; D. Andrés de Isasi y Zulueta, Marqués de Barambio; D.
Manuel Ortiz y Sáinz; y D. José Antonio de Errazquin y Astigarraga.

Profesionalmente, Salazar se declaró abogado, López de Letona, de la Sota y Fernández de
Velasco, propietarios, Arratia, Aresti y Ortiz, rentistas y los demás, incluido el propio Presidente del
Consejo de Administración, que era un conocido minero, comerciantes. Teniendo en cuenta su
importancia como autor del proyecto, concesionario y Director General durante la construcción de
la vía y el primer año de su explotación, procede incluir entre los fundadores, aunque jurídicamente
carezca de tal carácter, a D. Mariano Zuaznavar Arrazcaeta. Javier Fernández y Carlos Zaita6 se
limitan a decir que “los principales accionistas eran familias de indiscutible peso económico y social
en esos años, caso de los L. de Letona, Ustara, de la Gándara, etc.”.

El total de accionistas originarios fue de 91, variando el número de acciones suscritas desde las
1.000 adquiridas por D. Cirilo de Ustara y las 800 que individualmente correspondían a cada uno
de los contratistas, D. José María de Yriondo Alberdi, D. Juan José Cobeaga Iturrieta, D. Teodoro
Urtueta Castañares y D. Francisco de Arribalzaga y Tellería, hasta las tres adquiridas por los
hermanos D. Gervasio y D. Simón Sáez Díez.

La concentración del capital en el grupo promotor era realmente elevada, como se observa en la
tabla número I, incluida en los anexos. Los 14 mencionados fundadores eran titulares de 3.780
acciones representativas del 31,50% del capital. Si se añaden los 3.200 títulos del grupo
constructor, cuya cabeza visible, D. Teodoro Urtueta fue miembro del consejo desde 1895 hasta
1919, el mencionado porcentaje alcanza el 58,166%. Existían otros accionistas, como Dñ. Casilda
Iturrizar, (300 acciones), ligada al ferrocarril a través de su apoderado D. Victoriano
Zabalinchaurreta, D. José María Gurtubay (150) y D. Benigno Salazar (200), hermanos de dos de
los gestores más representativos, los Directores Generales y Técnicos, D. M. Zuaznavar (40) y D.
J. M. Oráa (40), D. José María de Lizana, Marqués de Casa Torre (100), político conservador,
especialista en asuntos ferroviarios, y futuros administradores como D. Pedro Ortiz Arana (100 )
hijo del fundador D. Manuel, D. Santos Díaz Rubí (150), Julián Perea (10) etc, todos ellos
totalmente afectos al consejo y cuyos títulos elevarían notablemente el mencionado porcentaje.

En realidad los administradores, prescindiendo incluso de su mayoría en el capital, prácticamente no
tuvieron problemas con los restantes accionistas. Unicamente en una de las primeras Juntas
Generales algunos socios reclamaron a gritos su dimisión, como consecuencia de las diferencias
surgidas con los obligacionistas, a causa de la construcción del ramal de Valmaseda a Luchana y de
las operaciones que cerraron la suspensión de pagos a que se vio abocada la sociedad en 1896.

Las biografías de los 14 citados fundadores, desde un punto de vista económico, pueden resumirse
del siguiente modo:



D. Cirilo María de Ustara.  Designado por cooptación entre los gestores originales
Presidente de la sociedad, es el único entre todos los consejeros iniciales incluido en el
Catastro Minero de 1890. Fernández de Pinedo7 le atribuye la propiedad de 41.924 mts.
de concesiones mineras cedidas en arrendamiento y de otros 55.734 mts. explotados por
“C. Ustara y Cía S: A.”. De modo similar en la clasificación que hace M. Montero8

aparece, juntamente con los Ibarra y los Chávarri, entre los únicos que “poseían
concesiones de la primera época, la que transcurrió entre 1827 y 1849”. Su actividad
minera no se limitaba al territorio vizcaíno, ya que, coincidiendo con la apertura del
ferrocarril hullero, era Presidente de Carbonífera Euskaro-Castellana. Formó parte de los
consejos del Banco de Bilbao y de Altos Hornos de Bilbao. y se le ofreció en 1893 un
puesto como administrador del ferrocarril Bilbao-Portugalete, cargo que rechazó quizá por
sus relaciones con La Robla.

D. Cirilo de Ustara, que dirigió la empresa durante su difícil y conflictiva época inicial,
apoyándola económicamente con gran generosidad, murió en 1897. Aunque su hijo
Gervasio no quiso sucederle, en diversas épocas posteriores ocuparon cargos en el consejo
dos de sus hijos, un nieto y un yerno, D. Epifanio de la Gándara, constituyendo la más
importante de las varias sagas familiares que rigieron los destinos de la línea.

D. Juan de Gurtubay y Meaza.  Originario del valle de Arratia, fue, según José María
Torrente9, “uno de los fundadores de la Sociedad Anónima Bolsa de Comercio de Bilbao”.
Especializado en el comercio de bacalao, un error caligráfico al multiplicar un pedido poco
antes del sitio carlista de Bilbao, fue la base de la fortuna familiar. Dñ. María Jesús Cava 10

señala que en 1874 constituyó, con su hermano José María, la sociedad Hijos de Gurtubay
dedicada al transporte marítimo y que en 1878 juntamente con dos comerciantes franceses,
formó otra empresa similar.

Socio fundador y consejero de Sociedad Anónima Fábrica de Hierros y Aceros de Bilbao,
fue vocal de la Junta de Gobierno del Banco de Bilbao y consejero, hasta 1891, del
ferrocarril de Bilbao a Portugalete. Falleció en 1.893, antes de la apertura de la línea. Los
Gurtubay fueron generosos patrocinadores de numerosas obras benéficas, entre las que
destaca la donación de los terrenos sobre los que se construyó el Hospital Civil de Bilbao

D. Luis de Salazar y Zubía. Sin duda el más importante de todos los consejeros que tuvo la
sociedad, desempeñó el cargo de Presidente durante 24 años hasta que dimitió, como
consecuencia de una oferta pública de adquisición de acciones presentada, a finales de
1928, por un grupo inversor formado en torno a los Banco de Bilbao y Vizcaya.
Descendiente de los García de Salazar, la famosa familia medieval vizcaína, se dedicó, con
éxito al mundo empresarial y a la política, llegando a ser, integrado en el partido de Dato,
senador y Presidente de la Diputación Foral de Vizcaya. Tenía inquietudes artísticas y
culturales, considerándosele como “genealogista insigne y bibliófilo apasionado”11.

Mantenía estrechos lazos económicos con su pariente Víctor Chávarri, sobre todo a través
de Salazar y Cía. Fue Presidente de Carbonífera Matallana, Sociedad Industria y
Ferrocarril S. A. y de Sociedad Minera San Luis S. A., todas ellas dependientes de La
Robla. Fue también consejero del Ferrocarril de Bilbao a Portugalete, La Vizcaya, Banco



Urquijo Vascongado, Sociedad Minera de Peñaflor, del Sindicato de Estudios Mineros y
Presidente de la Junta de Obras del Puerto de Bilbao.

Su criterio era aceptado casi automáticamente por el consejo, aunque cuando la suspensión
de pagos obligó a elevar las tarifas, no pudo imponer su extraña teoría de que “la mitad de
los ingresos generados por los fletes son siempre beneficios”. Fueron varias las ocasiones en
que presentó o amenazó con su dimisión -Junta General de 1900, incidentes en 1916 con
motivo del nombramiento de un Delegado Regio que intervino el ferrocarril, destitución del
Director, D. Ramón Rotaeche, etc.- siempre posteriormente retirada.

Victoriano Zabalinchaurreta Goitia.  Alto ejecutivo y administrador del Banco de Bilbao, fue
otro de los pilares del ferrocarril cuya Vicepresidencia ostentó desde 1905 hasta su
fallecimiento en 1925. Gran conocedor del mundo financiero y ferroviario aparece, en
diversos períodos, como consejero de Banco de Comercio, Ferrocarril de Bilbao a
Portugalete, Ferrocarril Central de Bilbao a Durango, que presidió en 1902, Ferrocarril de
Bilbao a Lezama, Ferrocarriles Vascongados y Altos Hornos de Vizcaya.

Intervino como socio y futuro gestor en la constitución en 1892 de Hulleras del Sabero y
Anexas S. A., principal cliente y suministrador de La Robla y cuyas relaciones mutuas
fueron frecuentemente tormentosas hasta que su capital pasó a ser propiedad del ferrocarril
en 1928. En esta escritura Zabalinchaurreta compareció como apoderado de Dñ. Casilda
Iturrizar, viuda de Epalza y una de las fortunas más importantes de Bilbao.

D. Enrique Aresti y Torre. Según Isidoro Delclaux12 nació en Arciniega (Alava) en 1852.
Emigró a San Luis Potosí (México) a los 17 años, volviendo a España en 1882. Vivió en
Bilbao, hasta su muerte acaecida a los 94 años, dedicado a todo género de actividades
financieras, políticas, industriales y benéficas. Fue accionista fundador de Papelera del
Cadagua, Ferrocarril de Santander a Bilbao, Plomos y Estaños Laminados, Resinera
Española, Presidente del Ferrocarril Santander-Bilbao y consejero de los de Bilbao-
Portugalete y del de San Sebastián a la Frontera Francesa, entre otras empresas.

Tuvo una destacada presencia en la vida pública, “aunque no perteneciera a partido
alguno”, desempeñando los cargos de Presidente de la Diputación Foral de Vizcaya y
Gobernador Civil, a ruegos de su amigo D. Antonio Maura. Distinguido con el título de
Conde de Aresti patrocinó, de igual modo que tantos bilbaínos de su época, diversas obras
benéficas, entre las que destaca la fundación de la Asociación Vizcaína de Caridad.

Dimitió como gestor de La Robla, “con carácter de firme renuncia” en mayo de 1894,
pocos meses antes de la apertura de la línea. Su salida se atribuyó a una pretendida
incompatibilidad con su cargo de consejero de Ferrocarril de Bilbao a Santander, de cuya
línea dependió La Robla, hasta 1902, para llevar el combustible palentino leonés a la cuenca
industrial del Nervión.

D. Andrés de Isasi y Zulueta, marqués de Barambio. Pertenecía, según Torrente, “a una
familia de gran abolengo en Bilbao, con figuras destacadas en la industria, en las finanzas y



en las artes”. Manuel Basas13 la incluye en uno de los primeros lugares de su relación de
millonarios bilbaínos, atribuyéndole un capital de 6.000.000 de reales.
Fundador de Sociedad Anónima Bolsa de Comercio de Bilbao, formó parte de su primer
Consejo de Administración al que también pertenecía D. Juan de Gurtubay. Fue el primero
de los fundadores que se desligó del ferrocarril al dimitir, sin que en las actas se expresen
los motivos, el 15 de mayo de 1891. Probablemente su cese estaba relacionado con los
problemas que afectaron a la sociedad y su falta de interés en las explotaciones mineras.

D. Santos López de Letona y Apoita.  Procedente como los Gurtubay del valle de Arratia
(Vizcaya), trabajó en Cuba y en México. Según J. I. Uruñuela14 “fue hombre de empresa de
fino olfato que le llevó a ser el primer titular de contribuciones de todo España, en el
principio de siglo”. Según el mismo autor participó “en el mundo de los ferrocarriles, las
explotaciones agrícolas y el desarrollo urbanístico”. Dentro de estas actividades cabe citar,
su protagonismo como Presidente y artífice financiero de Sociedad Anónima Puente de
Vizcaya, constructora del popularmente denominado Puente Colgante de Portugalete.

En 1892 presentó “por enfermedad” su dimisión irrevocable como consejero. Sus
compañeros, Arratia y Díaz Rubín, le convencieron para que desistiera. Volvió a dimitir en
1.893. Elegido representante de los obligacionistas de segunda hipoteca, el último día de
1899 renunció a su cargo definitivamente, “por no poder asistir”. Años más tarde otro
López de Letona formó parte del consejo de la sociedad bilbaína.

D. Manuel Orbe e Ipiña. Socio fundador y Director Gerente de Sociedad Carbonífera de
Matallana, firmó, en representación de esta última empresa un conflictivo contrato de
arrastre de mineral con La Robla. Importante accionista con el 6%  del capital de la
Vizcaya15 aparece también como socio fundador de Compañía Bilbaína de Navegación.

En el primer consejo de La Robla fue nombrado vocal substituto encargado de la
administración activa de la sociedad en los casos de ausencia o enfermedad del Director
General. Aunque a causa de sus “ausencias prolongadas“ presentó su dimisión en 1893,
ésta no se hizo definitiva hasta 1895.

D. José Antonio de Errazquin y Astigarraga. Pertenecía a una adinerada familia bilbaína a la
que M. Basas atribuye un capital de 2.000.000 de reales de vellón. Era uno de los varios
consejeros que carecían de participaciones en  “negocios de carbón”. Al corresponderle
cesar por sorteo no fue reelegido. Muy probablemente su falta de relación con las
explotaciones carboníferas de la meseta, la necesidad de dedicarse a sus negocios en el
extranjero y la conflictiva situación del ferrocarril, le impulsaron, igual que en el caso de
López de Letona, a dimitir como administrador.

D. Paulino de la Sota Ortiz. En el primer consejo del ferrocarril fue nombrado “por
aclamación Vicepresidente”, cargo en el que cesó, cuando el propio consejo, siguiendo sus
indicaciones, nombró para substituirle a D. Santos Díaz Rubín en 1897. Dimitió, alegando
razones de salud, en marzo de 1901.



Tuvo cierta influencia en la sociedad en sus años iniciales. Fernando García de Cortázar16

afirma, en este sentido, que “en el hullero de La Robla, Echevarría y Rotaeche hacía sentir
su peso, en buena parte disputado por Paulino de la Sota”. Considerando que Echevarría
no se incorporó al consejo del ferrocarril hasta abril de 1900, la dimisión de Sota pudo
deberse a incompatibilidades entre ambos.

Francisco de Arratia y Uribe. Se le cita entre los fundadores de Puente de Vizcaya S. A..
Dimitió, con carácter irrevocable, el 24 de febrero de 1895, fecha en que también lo
hicieron Fernández de Velasco y López de Letona. Aunque los restantes gestores les
pidieron17 que, “retiraran su dimisión haciéndoles ver el mal efecto que causaría en las
actuales circunstancias la retirada de los señores consejeros”, ni él ni López de Letona
accedieron a este ruego.  No obstante se encuentra entre los consejeros de 1900.

Fernando Fernández de Velasco y Pérez de Soñanes. Nacido en Burgos, residió gran parte
de su vida en Villacarriedo en el  palacio familiar de los Díaz de Arce, “una fantasía italiana
con labra montañesa”, donde murió. Exiliado con su familia al final de la I Guerra Carlista,
durante la cual sin ser militar participó en varias batallas, vivió en Francia y acompañando a
su madre recorrió las cortes europeas buscando apoyo para el fallido golpe protagonizado
por Montemolín. Fue diputado tradicionalista por Santander en 1867. Nombrado comisario
regio por Carlos VII preparó un plan para apoderarse de la capital santanderina que
fracasó. Se exilió nuevamente en 1875.

Hombre de gran cultura compartía con Salazar sus aficiones por la bibliografía y la heráldica
y fue amigo íntimo de Menéndez Pelayo, Pereda y Fernán Caballero. Escribió profusamente
sobre diversos temas, firmando un curioso opúsculo sobre el fallido Ferrocarril Meridiano
que proyectaba unir Madrid con Santoña.

Formó parte con otros fundadores de los consejos de las distintas sociedades filiales del
tren minero. A finales de siglo se encuentra entre los administradores de Hulleras de Sabero
y Anexas S. A. Aunque dimitió en 1900, fue reelegido para el consejo de La Robla en
1903, cargo que detentaba cuando murió.

D. Epifanio de la Gándara y González de Piélagos. Fue con Fernández de Velasco uno de
los más destacados representantes del carlismo santanderino de finales del pasado siglo.
Casado con una hija de D. Cirilo Mª de Ustara, le substituyó en la Presidencia del
ferrocarril en 1897, cargo que ostentaba cuando murió en 1905. Fue también administrador
en las distintas sociedades del grupo de La Robla y fundador y consejero de Hulleras del
Sabero y Anexas S. A. antes de que pasase a ser propiedad de La Robla.

D. Manuel Ortiz Sáinz. Originario del valle burgalés de Mena, era otro de los promotores
no relacionados con empresas explotadoras de minas de carbón. Esta circunstancia hizo
que, con Errazquin y Arratia y “por carecer de intereses en negocios mineros”, formara
parte de la comisión “de carbones” que se formó dentro del propio consejo para tratar de
los temas relacionados con las tarifas. Persona influyente en las Merindades burgalesas se le
atribuye cierta responsabilidad en algunas características del peculiar trazado de la línea a su
paso por Mena.



Aunque en un sentido estrictamente jurídico no puede considerársele como fundador,
teniendo en cuenta su importancia en el nacimiento y desarrollo inicial de la sociedad, es
inevitable hacer una referencia a su concesionario primitivo y primer Director.
D. Mariano Zuaznavar Arrazcaeta. Nacido en Azpeitia (Guipúzcoa) era Ingeniero de minas,
Jefe Superior de Administración e Inspector General del cuerpo. A pesar de sus
vinculaciones con la Administración su vida profesional se desarrolló en gran parte en la
empresa privada. Su primer destino no oficial fue el de Director Facultativo de las minas de
Orbó, propiedad en aquellas fechas de La Esperanza de Reinosa. Entre otras importantes
obras técnicas construyó un canal navegable de 1.700 metros que permitía el tránsito de
barcazas y actuaba de desagüe natural de las explotaciones.

En mayo de 1986, después de un brevísimo período en la Jefatura de Minas de Alava,
ingresó como Director General de la Sociedad Anónima de Metalurgia y Construcciones
Vizcaya. Ocupó este puesto, como señala Víctor Arana18, al ser elegido senador D. Víctor
Chávarri que lo desempeñaba con anterioridad. Fue sin duda durante su estancia en esta
empresa cuando Zuaznavar, conocedor de las necesidades energéticas de la industria
pesada vasca, maduró su proyectó de construir la línea de La Robla a Valmaseda. En La
Vizcaya diseñó varios hornos de acero y cok y trenes de laminación. Tres años más tarde
pasó a la línea minera como Director Gerente, cargo en el que permaneció hasta enero de
1895. En 1896 reingresó en la Administración siendo nombrado Jefe de la Jefatura de
minas de Guipúzcoa y en 1907, Inspector General del cuerpo.    

Hombre de gran cultura y “músico competentísimo y compositor de gran mérito”19, publicó,
obras de contenido técnico sobre diversas cuencas e hizo investigaciones y una temprana
descripción de las cuevas de Atapuerca, cuna del Homo Antecessor.

Superada su primera etapa como promotor del ferrocarril y considerando la discreta
posición en que se mantuvo su primer Presidente, D. Cirilo de Ustara, Zuaznavar se
convirtió prácticamente, como técnico y ejecutivo, en la primera figura de la sociedad. En
julio de 1895, asumiendo la responsabilidad del fracaso inicial del proyecto, presentó su
dimisión irrevocable. Las revistas especializadas calificaron20, de “equivocación grande ......
el prescindir del Sr. Zuaznavar“ y de21 “lamentable resultado“ e “injusticia cometida por los
capitalistas". El ingeniero guipuzcoano continuó no obstante relacionado con la sociedad
bilbaína, ofreciéndola contratos de arrastre y propuestas de financiación e incluso
participando en negocios mineros con algunos de sus directivos.

4. Características generales de los fundadores.

La simple lectura de la relación de socios confirma la ausencia de capital exterior. Entre los 91
suscriptores únicamente aparecen tres, Aureliano Schmidt (100 acciones), Gotscher y Cía (50 acc.)
e Hilario Lund (10 acc.), industrial de la madera y futuro suministrador del ferrocarril, de nombre
extranjero. La reducida cuantía de sus aportaciones y sus conocidos lazos con el País Vasco
impiden considerarles como representantes de una posible inversión foránea.



De igual modo que en tantas otras empresas finiseculares bilbaínas, se detecta la presencia entre el
accionariado primitivo de varios socios relacionados con las antiguas colonias americanas y a los
que naturalmente no puede calificarse de capitalistas extranjeros. Dentro de este grupo se
encuentran los fundadores Aresti y López de Letona y los accionistas originales, Díaz Rubín,
Vicepresidente durante 6 años y que murió precisamente en México y San Martín, que se sentó en
el consejo desde 1904 hasta 1928, cesando, con casi la totalidad de sus compañeros, al aceptar la
mencionada oferta pública de adquisición de acciones.

Aquilatando aún más la procedencia de los suscriptores pudiera afirmarse incluso su mayoritaria
naturaleza vizcaína. Entre los escasos fundadores que no lo eran, destacan los citados consejeros
Ortiz Sainz, Fernández de Velasco y de la Gándara. Hubo igualmente entre los accionistas
suscriptores algún guipuzcoano como el propio Zuaznavar o Lizana. A Manuel. Aresti, aunque
nacido en Alava, puede considerársele vizcaíno ya que residió en Bilbao desde su vuelta de México
hasta su muerte.

El hullero esgrimió con frecuencia ante la Administración, de igual modo que la ausencia de
subvenciones, esta españolidad de su capital. Fueron también abundantes los elogios que las
publicaciones especializadas dedicaron a esta circunstancia. Así por ejemplo, Revista
Minera22 consideró que la línea vasco leonesa constituía, “uno de los pasos más importantes
que ha dado el país para la independencia de sus transportes del elemento extranjero, que
tan mal lo ha tratado”.

Otra de las características del consejo fundacional, aplicable en gran medida a todos los que se
sucedieron hasta la disolución de la sociedad, es el entramado familiar tejido entre sus componentes.
Este nepotismo no desapareció ni cuando La Robla dependía de los bancos vizcaínos o de los
profesionales que entraron a dirigirla a partir de la Ley de 27 de junio de 1968, sobre
Incompatibilidades y Limitaciones de Presidentes, Consejeros y altos cargos. Examinando la lista de
los 101 gestores que se sucedieron en la administración del ferrocarril, se han detectado un mínimo
de 39 vínculos de parentesco. Se observa la repetición, entre otros, de los apellidos Ustara,
Fernández de Velasco, Ortiz, Salazar y López de Letona y se da incluso el caso curioso de que
desde 1904, año en que se incorporó al consejo J. C. Calvo Ulacia, hasta 1982, en que se firmó la
escritura de disolución, la sociedad tuvo siempre como administrador o liquidador algún miembro de
esta familia.

Destaca también el gran número de gestores, el 41,58%, que desempeñaron su cargo hasta su
fallecimiento, síntoma inequívoco de la elevada edad media del grupo administrador. De los 14
fundadores, ocho murieron siendo consejeros así como dos de los cuatro primeros que se
incorporaron al consejo a partir de 1895. Este porcentaje hubiera sido probablemente aún mayor
sin la existencia de ciertas circunstancias, como la O. P. A. bancaria, los problemas económicos de
la época inicial que ocasionaron varias dimisiones, la Ley de Incompatibilidades, etc. En la Tabla
número II se recoge la evolución del consejo durante el período estrictamente fundacional y que se
extiende entre 1890 y 1895.

El Consejo de Administración del Ferrocarril de La Robla a Valmaseda, en su primera etapa, puede
considerarse como un órgano gerontocrático, integrado por miembros con inversiones directas, de
mayor o menor cuantía en la propia empresa y con una mentalidad casi patrimonialista del cargo,



como lo demuestra su alto grado de nepotismo y la forma en que la dirigían. Cabe señalar también
que los estatutos originales disponían que sus funciones eran “gratuitas y honoríficas”, norma
derogada en 1923.

A partir de 1928, con ocasión de la tan citada O. P. A., los consejos del ferrocarril estuvieron
formados casi exclusivamente por representantes de los bancos accionistas. La circunstancia de que
tuviesen cargos similares en sociedades más importantes les hizo atribuir un carácter secundario al
que ostentaban en la línea vasco leonesa como se comprobó con la Ley de Incompatibilidades. Su
falta de compromiso personal con el tren hullero lo delata el hecho de que fueran varios los gestores
que tuvieron que constituir el depósito exigido estatutariamente con 100 títulos cedidos por los
propios bancos.

5. El ferrocarril y los mineros.

La comentada concentración del origen territorial de los inversores y la falta de ayudas oficiales, si
se exceptúan las pequeñas subvenciones concedidas por la Diputación Foral de Vizcaya y algunos
municipios del recorrido, es coherente con la naturaleza del propio ferrocarril. Hay que recordar
que el capital exterior no tenía prácticamente participación en la siderurgia vasca y que había
fracasado en sus inversiones en las cuencas carboníferas palentino leonesas. A. Shubert23 subraya
que los capitalistas europeos no tuvieron gran interés en la minería del carbón español, “cuyo centro
se encontraba en Asturias”, debido a que “no era competitiva en los mercados extranjeros y los
beneficios obtenidos eran escasos”. El hecho de que la sociedad se fundara por empresarios
hulleros y siderúrgicos con el propósito de llevar los productos de sus minas a sus factorías de la
ribera del Nervión, cuya rentabilidad se suponía asegurada, explica parcialmente la ausencia de las
generosas subvenciones oficiales que percibieron tantas otras empresas ferroviarias.

Dentro del entramado de intereses siderúrgicos y carboníferos que representaban los promotores,
tuvieron probablemente un mayor peso, para decidir la construcción de la línea, las inversiones
hechas en las minas de la meseta que las realizadas en las fábricas vizcaínas que contaban con otras
fuentes alternativas de suministro.

En la tabla incluida a continuación se comparan los capitales que una serie de suscriptores de La
Robla tenían en la propia sociedad y en tres de las principales minas del recorrido, Carbonífera
Matallana, Hulleras del Sabero y Anexas y Euskaro Castellana, así como la relación porcentual
entre ambas  cifras.

Accionistas La Robla C. Matallana H. del
Sabero

Eusk.-Castell. %

Cirilo Ustara       500.000         681.500    136,30%

Casilda Iturrizar       150.000      1.225.000     816,66%

Luis Salazar       100.000        100.000     100,00%

Benigno Salazar       100.000        150.000     150,00%

José Mº. Gurtubay         75.000        500.000     666,66%



Juan Gurtubay         45.000          50.000     111,11%

José Mº San Martín         50.000          50.000     100,00%

V. Zabalinchaurreta         30.000
25.000

      83,33%

Manuel Orbe       100.000        100.000     100,00%

Enrique Aresti       175.000  1.250.000     714,28%

José Mª Lizana       100.000          50.000       50,00%

Mariano Zuaznavar         20.000           106.500     532,50%

Total   1.445.000     1.000.000        .500.000           788.000     296,74%

De la relación precedente se deduce que las cantidades invertidas en los cotos carboníferos casi
triplicaban las dedicadas a la línea férrea y que todos los accionistas de ésta con activos mineros,
exceptuando el Marqués de Casa Torre (Lizana), D. Victoriano Zabalinchaurreta y D. José Mª.
San Martín, estaban más comprometidos en las sociedades mineras que en La Robla, sin cuya
existencia carecían prácticamente de valor. Resulta evidente, como M. Montero señala, que la
acumulación de las minas de la zona en manos de capitalistas bilbaínos, fue “causa y consecuencia”
de la construcción del hullero.

Esta vocación, o más bien dependencia minera del ferrocarril, reconocida en su propio nombre, se
reflejó en numerosas actuaciones y detalles. Pueden citarse, sin dar carácter exhaustivo a la relación,
los contratos de arrastre firmados con los futuros transportistas de mineral y cuyas leoninas
condiciones obligaron a La Robla a incumplirlos, la estructura de las tarifas que, en un principio,
prescindía incomprensiblemente de la distancia a Bilbao igualando el precio unitario del transporte
de todas las cuencas, la frecuente concesión de bonificaciones, sobre todo en épocas de crisis de
demanda de hulla, la cesión de material de carga por parte de los propios mineros, la implicación de
la empresa bilbaína en fallidas aventuras empresariales, como la constitución de Minera San Luis
para explotar varias concesiones de antracita en Guardo o la construcción de una fábrica de
briquetas en Burceña (Vizcaya), en uno de los extremos del tendido, etc.

Al existir socios sin intereses mineros, como era inevitable, dada la preferencia de que disfrutaban
los empresarios del sector, pronto afloraron discrepancias en el consejo, sobre todo cuando se
advirtió que los resultados del ferrocarril, en gran parte por falta del tráfico prometido, eran
negativos. Por ello no resulta extraño que la mayoría de las dimisiones, rectificadas o no,
presentadas en estos primeros años (López de Letona, Arratia, Barambio, Fernández de Velasco,
etc.) procedieran de gestores sin negocios carboníferos.

 El conflicto que supuso la contraposición de intereses entre los mineros y el ferrocarril y que
afectaba a bastantes administradores, obligó a buscar una solución. En el consejo de 8 de febrero
de 1895, D. Luis Salazar pidió que se constituyese una cuarta “llamada de carbones ”además de las
tres comisiones solicitadas por D. Alejandro Gandarias, recientemente incorporado al mismo. Para
formarla fueron nombrados “los Sres Errazquin, Arratia y Ortiz y los dos nuevos consejeros Lezama



y Gandarias, que hasta el día no tienen participación en negocios de carbón”. Tres años después,
cuando hubo que elevar las tarifas para cumplir los compromisos adoptados con los obligacionistas,
se designó otra integrada por los gestores Costa, Urrengoechea, Gandarias y Ortiz, “ninguno de los
cuales, subraya el acta, tiene intereses en empresas explotadoras a lo largo de nuestro ferrocarril”.
Estas comisiones sobre tarifas, actuaron durante largo tiempo concediendo numerosas reducciones
en los fletes sobre todo en función de las cantidades transportadas y condicionadas a que su destino
fuese “descendente”, es decir, con dirección a Bilbao.

La existencia de este importante grupo, a pesar de la incompatibilidad de sus intereses con el
ferrocarril, desempeñó paradójicamente un destacado papel en su propia subsistencia. En efecto,
cuando La Robla se encontraba al borde de la quiebra, fueron sobre todo sus socios mineros los
que con garantías, préstamos personales y suscripción de obligaciones, directamente o través de
sociedades interpuestas, como “Ustara, Salazar y Compañía S. R. C.”, consiguieron finalizar las
obras y mantener la línea, hasta que se aprobó el convenio que cerró la suspensión de pagos. Este
apoyo tuvo como consecuencia que algunos accionistas fundadores aumentaran su participación al
ampliarse el capital en 1905.

La razón de estas ayudas es evidente ya que el fracaso del ferrocarril hubiera afectado de modo
muy negativo el valor de las explotaciones carboníferas. Era obvio, y así lo comprendieron los
interesados, que el futuro económico de los cotos hulleros no podía asegurarse sin la línea que
transportaba el mineral. Un acta de marzo de 1898 reconoce que si se suspendiese la explotación
de la red, “las minas quedarían sin valor alguno por carecer de medios de arrastre de sus productos
a los centros consumidores“.

Resulta incluso sorprendente que las conexiones que existían entre los empresarios carboníferos y
los accionistas de La Robla no hubieran sido aún más estrechas. La Revista Minera24, en 1900
cuando el convenio judicial con los acreedores estaba aún lejos de aprobarse, lo reconocía en los
siguientes términos:

“Esta compañía cometió en sólo error y éste fue que siendo en su origen los mismos
capitalistas del ferrocarril los que registraron la inmensa mayoría de las minas en su
trayecto, no se les ocurrió hacer un todo de ambos negocios”. De este error, concluía el
órgano de los mineros españoles, “proceden  dificultades y contrariedades con que ha
luchado y que no conseguirá vencer hasta dentro de unos años....".

Casi un siglo más tarde, M. Montero25 afirma que “probablemente, la eventual rentabilidad del
proyecto hubiera requerido una visión más amplia del negocio ferroviario, que implicase en él a las
propias compañías mineras, que jugase con resultados a medio y no a corto plazo y que lo
organizase como parte de la explotación conjunta de la zona hullera de León y no como una
empresa aislada”. Manuel González Portilla y otros26 estiman asimismo que “su eventual rentabilidad
dependía de una concepción más amplia de este negocio que implicase en él a las propias
compañías mineras”.

Aunque son varias las causas del fracaso inicial de la explotación, un simple examen de la
contabilidad demuestra la importancia que tuvo la falta de tráfico de combustible. Las 200.000
toneladas de mineral energético transportado, que fijó Zuaznavar como una de las bases de partida



para su proyecto económico, no se alcanzaron hasta 1912 y los ingresos previstos de 1.400.000
pts hasta 1915, ya en plena Guerra Europea.

La baja cifra inicial de la hulla transportada es imputable a diversas circunstancias, tales como las
dificultades técnicas y económicas de la puesta en explotación de las minas, especialmente en
Carbonífera Matallana S. A., la crisis iniciada en 1891, el desconocimiento de los carbones de la
meseta en el mercado bilbaíno, etc. No obstante es muy probable que la desconfianza de los
titulares de los propios yacimientos acerca de la terminación del ferrocarril. tuviera tanta o más
importancia que cualquiera de las citadas.

6. El ferrocarril y los empresarios siderúrgicos.

Las conexiones de la línea férrea con el sector siderúrgico vasco fueron también muy estrechas.
Como ya se ha dicho, tres de los fundadores de La Robla y el autor del proyecto, Orbe, Salazar,
Arratia y Zuaznavar, eran consejeros o gestores de La Vizcaya. Es muy significativo también que
dos de los nueve fundadores de esta empresa se sentaran en el consejo del hullero y que de los siete
restantes sólo otros dos, la sociedad mercantil colectiva británica, Olano, Larrínaga y Compañía y
D. Emiliano Olano Loizaga, no aparecieran relacionados, directamente o mediante parentesco, con
algún promotor o consejero del ferrocarril.

Otras industrias pesadas de la cuenca del Nervión también compartieron administradores con la
línea vasco leonesa. D. Federico Echevarría, Presidente de La Iberia, consejero fundador de La
Vizcaya y accionista de Altos Hornos de Bilbao, ocupó un puesto, de 1900 a 1903, en el consejo
de La Robla. Altos Hornos de Bilbao o de Vizcaya, como se denominó a partir de 1902, tuvo entre
sus administradores a D. Juan Gurtubay, D. Victoriano Zabalinchaurreta, D. Alejandro Gandarias,
D. José María San Martín, D. Francisco Arratia y D. José Mª. Allende que también lo fueron del
ferrocarril. Incluso D. Alfredo Ajuria, relacionado con Viuda e hijo de Urigoitia, empresa
metalúrgica sita en Alava, fue gestor de la línea desde 1893. En realidad la única fábrica vizcaína del
sector que carecía de influencia en el hullero fue la de San Francisco del Desierto, propiedad de
Martínez de las Rivas.

Al contrario de lo sucedido con los mineros, con los que La Robla tuvo graves diferencias y largos
períodos de enfrentamiento, su relación con la industria pesada fue menos conflictiva. Esta situación
fue debida a la política de práctica dependencia seguida por el ferrocarril con respecto a sus
proveedores y principales clientes de las minas palentino leonesas. El primer pedido de carril
utilizado en la vía se adjudicó, “con gran complacencia del consejo”, según subrayan sus actas, a
Altos Hornos de Bilbao, sociedad que, a partir de esta fecha y a lo largo de toda la vida de la línea,
se convirtió prácticamente en suministrador único de este tipo de material.

Resulta sorprendente sin embargo el dato, citado por González Portilla y Arana, de que Juan
Gurtubay, consejero de La Robla y de Altos Hornos de Bilbao, formase parte, en representación
de esta última empresa, de la comisión siderúrgica que en 1891 visitó en San Sebastián al Gobierno,
“para exponer el malestar y descontento que pesa sobre esta industria a consecuencia de estar
prolongándose las concesiones a ferrocarriles”. De modo similar la Liga Vizcaína de Productores,
que protestó enérgicamente en varias ocasiones ante el hullero por ciertas presuntas compras a



empresas no nacionales, consiguió que La Robla no aprobase una de las conclusiones de una
Asamblea de Ferrocarriles Secundarios en la que se reclamaban condiciones especiales para la
introducción en España de material extranjero.

Es evidente que el poderoso “lobby“ industrial vizcaíno que representaba la Liga, utilizando el
elevado y casi permanente proteccionismo arancelario, base principal de la llamada “vía nacionalista
del desarrollo español”, actuó con gran eficacia y bastante prepotencia sobre el ferrocarril vasco
leonés, sin que practicase la más mínima reciprocidad. R. Tamames señala a este respecto27 que
“los industriales vizcaínos pedían protección arancelaria para sus productos siderúrgicos, mientras
trataban de conseguir que le fuese negada al carbón”.

Como ejemplos concretos de esta falta de correspondencia pueden citarse los problemas con que
tropezó La Robla, en ciertos momentos de crisis o de escasez para comprar el carril que necesitaba
y las visitas que, hasta poco antes del abandono de la explotación en 1972, giraban sus directivos a
las siderurgias para conseguir pedidos de carbón que activasen su declinante tráfico. No es extraño
que esta patente dependencia sea una de las principales características del posible carácter colonial
del ferrocarril de La Robla.

7. La burguesía vizcaína y el ferrocarril hullero.

Los autores que han tratado este tema estiman generalmente que la burguesía vizcaína no participó
en la promoción de la línea de vía estrecha que enlazaba la cuenca industrial del Nervión con las
zonas carboníferas de la meseta superior. García de Cortázar y Montero28, se expresan en los
siguiente términos:

“Un análisis de la composición de los consejos de Administración de las compañías de
ferrocarriles a finales del siglo XIX, nos confirma la escasa participación de la burguesía
vizcaína. Estaba totalmente ausente del Bilbao-Durango, del Durango-Zumárraga, del
Elgoibar-San Sebastián, del hullero de La Robla, del de Las Arenas-Plencia ................
dirigidos por una burguesía que no se integraba en los consejos de administración de los
bancos, siderúrgicas y navieras, ni sería propietaria de minas. El bloque oligárquico de la
burguesía sólo participaba en los consejos del Bilbao-Portugalete, básico en la
infraestructura de sus industrias; del Bilbao-Santander de origen minero y del Bilbao-Las
Arenas .........”.

En un texto posterior, Montero29 afirma que la línea vasco leonesa se construyó con una mínima
participación de la gran burguesía bilbaína y que sus miembros “juegan solamente el papel de meros
acompañantes en la financiación de un ferrocarril que se revelaba como de costosa construcción y
por otra de dudosos resultados”.

Dñ. Olga Macías30, aunque más bien en relación con el período que transcurre entre 1914 y 1936,
señala, al comparar el Santander-Bilbao y La Robla-Valmaseda “que la mayoría de los consejeros
presentes en la Compañía de La Robla, apenas si tienen relación con los grandes negocios
bilbaínos, con excepción de Gandarias, San Martín y Vildósola”. No obstante cita como consejeros
del Santander-Bilbao a Aresti, Arteche y Chávarri, los dos primeros de los cuales lo fueron
también, aunque por breve tiempo de la propia Robla y el último estaba representado en el hullero,
por su pariente y socio, D. Luis Salazar.



Estas afirmaciones habría quizá que matizarlas. Es cierto que la presencia de capitalistas
relacionados con el transporte marítimo era escasa en el consejo del ferrocarril aunque en el se
sentaran, Sota, Gurtubay y Orbe, fundadores o socios de diversas empresas de navegación,
ausencia coherente con la afirmación de Montero según el cual31 “la mayoría de los navieros (si se
exceptúa a Sota, Martínez de las Rivas e Ibarra Hermanos) no tenían una intervención sobresaliente
en otros sectores económicos. Es común por lo tanto la especialización en esta actividad”. 

No puede afirmarse lo mismo del sector bancario, al que pertenecían Ustara, Salazar, Gurtubay y
Zabalinchaurreta y mucho menos del siderúrgico y carbonífero ya que sus relaciones con el
ferrocarril, acertadamente calificado de hullero, fueron, como se ha comentado, muy estrechas. La
Robla se gestó en La Vizcaya, de donde procedían Salazar y Zuaznavar, implicó en su fundación a
Altos Hornos de Bilbao, empresa en la que era consejero Gurtubay e incluso interesó a una
pequeña siderurgia alavesa como la de Araya. Mucho más fuertes fueron las vinculaciones con la
minería tanto con explotadores tradicionales de yacimientos férricos en Vizcaya, como Ustara,
como con otros de nuevo cuño con intereses hulleros en la meseta septentrional. Además el propio
ferrocarril se convirtió, sin gran éxito ciertamente, en un gran empresario minero.

Lejano ya el período fundacional, con la O PA de 1928, en la que cesaron todos los gestores de La
Robla, excepto Calvo Ulacia, los bancos pasaron a ser accionistas mayoritarios y por medio de sus
propios administradores y con algunos procedentes de Hulleras del Sabero y Anexas S. A.,
coparon la dirección del ferrocarril. Los apellidos Arteche, Escoriaza, Lezama-Leguizamón,
Delclaux, López de Letona, Aresti, Echeverría, Escudero, Zubiría, Gondra, etc., tan ligados a los
Bancos de Bilbao y de Vizcaya y Altos Hornos de Vizcaya, se repiten insistentemente en las actas
sociales del tren minero. Con esta operación financiera desapareció aquella generación de audaces
empresarios que concibieron y realizaron la idea de traer el carbón palentino leonés a Bilbao y fue
substituida por consejeros y directivos de las entidades de crédito que, sin compromisos personales
en la sociedad, la dirigieron y representaron. Esta presencia de la oligarquía bancaria y siderúrgica
bilbaína fue constante hasta que la Ley de Incompatibilidades de 1968 les obligó a elegir entre los
diversos consejos que ostentaban. Resulta casi innecesario señalar que todos los afectados por esta
disposición optaron por abandonar su cargo en una sociedad camino de su disolución antes que
renunciar al de cualquier otra.



TABLA NUMERO 1.
DISTRIBUCION  DEL  ACCIONARIADO  SEGUN  LA  ESCRITURA DE FUNDACION

Tramo Accionistas Acumulado    Acciones  Acumulado   % capital   Acumulado

Más de 500 títulos           5          5        4.200        4.200      35,00%       35,00%

De 401 a 500           4          9        2.000        6.200      16,66%       51,66%

De 301 a 400           1        10           350        6.550        2,92%       54,58%

De 201 a 300           2        12           515        7.065        4,29%       58,87%

De 101 a 200         11        23        1.895        8.960      15,79%       74,66%

De   51 a 100         21        44        1.826     10.786      15,22%       89,88%

De      1 a   50         47        91        1.214     12.000      10,12%      100,00%



TABLA NUMERO 2.
CONSEJEROS  DE  LA  FUNDACION  A  LA  SUSPENSION  DE  PAGOS
    Consejero Nombramtº     Cese                      Causas

Cirilo Mª de Ustara Isla 18- 4- 1890  1-   2- 1897 Fallecimiento

Paulino de la Sota Ortiz      “      “ 26-  3- 1901 Dimisión

Epifanio de la Gándara Glez. de Piélagos      “      " 17-  5- 1905 Fallecimiento

Fernando Fdez de Velasco y Pérez de Soñanes      “      “  5- 12- 1912     “   “   ".  Dimisión 26-3-1900. Reelección 5-12-1903

Juan Gurtubay Meaza      “      “ 23-10- 1893 Fallecimiento

Luis Salazar Zubía      “      “ 18-  1- 1928 Dimisión por OPA bancaria.

Manuel Orbe Ipiña      “      " 28-  1- 1895 Dimisión

Francisco Arratia Uribe      “      " 24-  2- 1895     “    ". Reelegido 25- 4- 1900

Victoriano Zabalinchaurreta Goitia      “      "  7- 11- 1925 Fallecimiento

Enrique Aresti Torre      “      " 16-  5- 1894 Dimisión

Andrés Isasi Zulueta      “      " 15-  5- 1891      “    "

Manuel Ortiz Sainz      “      "              1899 Fallecimiento

José Antonio Errazquin Astigarraga      “      "  9-   3- 1901 No reelección

Santos López de Letona      “      " 18-  2 -1895 Dimisión. Reelegido 23 - 4- 1898

Santos Díaz Rubín 15-  2-  1893 11-  4- 1903     “     ".    Reelegido 23 - 4- 1898



Alfredo Ajuria 30- 10- 1893 26-  3- 1901 Cese por sorteo

Alejandro Gandarias Durañona  8-    2-  1895 28- 12-1925 Fallecimiento

Teodoro Urtueta Castañares 20-   5- 1895   8- 12-1919      “    “   "
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